El cliente - ciudadano y su relación con

la Administración Pública Ambiental

Autor: Abogada Florencia Sayago

Asesora Letrada. Dirección de Medio Ambiente de Tucumán
Los cambios cualitativos en el campo del medio ambiente en las últimas décadas sorprenden por su velocidad. Su interrelación con el incipiente derecho internacional del ambiente y la nueva actitud mundial frente a los reclamos de la naturaleza que, liderados por los cada vez más crecientes movimientos ecologistas, fueron tomando cuerpo y  plasmando en las primeras declaraciones de las Naciones Unidas sobre el medio ambiente, cuyo primer exponente fue la Proclamación de Principios de Estocolmo en junio de 1972. 


Nuestro país también ha sido parte de esos cambios, y ello queda de manifiesto en el giro dado por el sector industrial, en la profusa legislación ambiental surgida, en las nuevas carreras universitarias con orientación ambiental, y en el gran número de organizaciones ecologistas existentes
. 

La conciencia ambiental, fruto de la incipiente legislación, nace bajo el reclamo ciudadano que demanda reglamentación, y cada vez más intervención. La conciencia ambiental se forma por la conjunción de múltiples factores: la generación de legislación – fruto de la necesidad de dar solución a problemas puntuales -, las derivaciones doctrinarias y jurisprudenciales, las imposiciones del comercio internacional, y la misma evolución del hombre, que procura una calidad de vida distinta.

Sin embargo la Administración Pública Ambiental – aquella que realizan los órganos administrativos orientada a la conjugación proporcionada y factible entre la actividad del hombre y la naturaleza, teniendo como objetivo final la protección del medio ambiente – no se ha adaptado a la velocidad necesaria, a los cambios en su entorno.


 En el presente trabajo se analiza el nuevo entorno, desde la perspectiva del cliente de la Administración Pública Ambiental, y los cambios que deberán introducirse como respuesta. En particular nos referiremos al cliente – ciudadano, aquel que acude ante los órganos administrativos, no por exigencias de su actividad comercial, industrial o laboral, sino en demanda de mejoras en las condiciones ambientales de su entorno inmediato, o mediato, y en los procesos políticos – administrativos de toma de decisiones en materia ambiental.

Caracterización del cliente - ciudadano

Dentro del amplio espectro de ciudadanos que acuden ante la Administración Pública Ambiental provincial, pueden identificarse las siguientes categorías:

a) Ciudadano que se presenta de forma individual con reclamos de “contenido ambiental”, pero que afectan sus intereses particulares. Por ej: instalación de transformadores de alta tensión, o antenas de telefonía celular colindante a su propiedad, efluentes contaminantes que le producen problemas de salud a él o a miembros de su familia. Busca obtener información ambiental para solucionar su problema específico. En particular desea conocer la legislación que ampara sus derechos. Además, demanda acciones concretas y expeditas por parte de la Administración Pública. Generalmente inicia actuaciones administrativas ante varias reparticiones provinciales, nacionales y municipales.

b) Grupos de ciudadanos. Pueden estar organizados formalmente (centros vecinales, asociaciones civiles, fundaciones) o de manera espontánea. Dentro de las organizaciones del primer grupo (organizados formalmente) suelen encontrarse aquellas que tienen dentro de sus estatutos como finalidad específica la protección ambiental. Por la tanto desarrollan actividades más o menos continuadas en el tiempo, y son interlocutores permanentes de las autoridades en materia ambiental. Además de información, demandan participación en las decisiones estratégicas y operativas de gobierno. Por ejemplo, evaluaciones de impacto ambiental.

Los grupos informales se constituyen en torno de problemas ambientales específicos, para potenciar su capacidad de presión. Por ejemplo, impedir la instalación de una planta de tratamiento de residuos en la cercanía de sus barrios. En la mayoría de los casos se disuelven luego de hacer cumplido su objetivo, o por falta de cohesión en el tiempo. 

c) Personas que buscan información ambiental con fines académicos, pedagógicos o científicos. Recurren a la administración pública como una fuente más de información. No tienen necesariamente una posición tomada respecto de los temas consultados (a diferencia de las dos primeras categorías). 

Necesidades del cliente – ciudadano

Las expectativas de los clientes – ciudadanos frente a la Administración Pública Ambiental son básicamente Información , Participación y Acción.

Información

En la mayoría de los países del mundo, el Estado es la mayor organización proveedora y recolectora de información. Esto es aplicable a la información ambiental. Se entiende por información ambiental toda aquella información en cualquier forma de expresión o soporte relacionada con el ambiente, los recursos naturales o culturales y el desarrollo sustentable. En particular: a) El estado del ambiente o alguno de sus componentes naturales o culturales, incluidas sus interacciones recíprocas, así como las actividades y obras que los afecten o puedan afectarlos significativamente; b) Las políticas, planes, programas y acciones referidas a la gestión del ambiente. Es un bien público, que abarca, inclusive, datos sobre actividades de particulares que impliquen un riesgo o daño para el ambiente. 

El derecho de acceso a la información ambiental está garantizado legalmente en nuestro país. En tanto derecho, es de carácter instrumental, y pretende facilitar el acceso a la información ambiental como un presupuesto para el ejercicio a otro derechos de rango constitucional: el derecho al ambiente sano, a la vida  y la salud, a la identidad cultural.

La Ley General de Ambiente N° 25675 ha consagrado el derecho a la información ambiental. La Ley Nacional N° 25.831 regula el Régimen de Libre Acceso a la Información Publica Ambiental. En Tucumán contamos con la Ley N° 7247, que crea el Centro de Información Ambiental Pública, y garantiza el derecho de acceso a todo ciudadano.
Para satisfacer adecuadamente la demanda del ciudadano, la información entregada debe ser completa, actualizada, veraz, oportuna, accesible y gratuita (excepto los gastos de fotocopiado).

Ley N° 7247. Acceso a la Información Ambiental Pública








Participación

García de Enterría habla de tres clases de participación, o “tres círculos de actuación ciudadana” en las funciones administrativas. Una actuación orgánica, en la que el ciudadano se incorpora a órganos estrictamente tales de la Administración; una actuación funcional, en el que actúa funciones administrativas desde su propia posición privada, sin incorporarse a órganos administrativo forma; y una actuación cooperativa, en la que el ciudadano, sin dejar de actuar como tal, y sin cumplir funciones administrativas, secunda con su actuación privada el interés general en un sentido específico que la Administración propugna. Entendemos que la demanda de participación que realizan las agrupaciones ambientalistas se orienta hacia las dos primeras modalidades. 

· Encontramos un claro ejemplo de actuación orgánica en el Consejo Provincial de Economía y Ambiente de la Provincia, responsable de autorizar las Evaluaciones de Impacto Ambiental. Está integrado por organismos gubernamentales, y no gubernamentales: asociaciones empresarias, rurales, industriales, y ong´s ambientalistas. Este fenómeno participativo se articula con técnicas de “representación de intereses”, distinta de la representación política. Aquí se trata de asegurar una conexión entre la actividad del representante de intereses, con las exigencias, los intereses y las necesidades de otras personas o grupos de personas. El lograr que la representación formal esté a la vez fortalecida por representación sustancial de los intereses del sector por el cual es designado, dependerá de los mecanismos internos de las organizaciones que lo componen. El ciudadanos, o el grupo de ciudadanos se visualiza como intérprete de ciertos intereses o valores, y trata de asegurarse que la actuación administrativa responda a éstos.

· La participación funcional supone una actuación ciudadana desde fuera del aparato administrativo, auxiliando o colaborando con el Estado. Puede tomar la forma de participación en consultas populares o audiencias públicas. La Administración hace público una determinada política, agenda, plan o proyecto determinado, e invita de manera explícita a que los ciudadanos lo enjuicien, critiquen y enriquezcan, con anterioridad a su aprobación definitiva. Es una manera de diagnosticar las demandas sociales sobre la materia de que se trate, de tantear los posibles intereses afectados, las eventuales alternativas que pueden aparecer como preferibles, y el grado de rechazo que pueda generar. Encontramos esta forma de participación en el Código Ambiental Municipal de San Miguel de Tucumán (Ordenanza N° 3395), que permite a cualquier ciudadano solicitar la realización de Audiencia Pública de Temática Ambiental, cuando una obra, actividad o concreción de un proyecto fuese degradante o susceptible de degradar el ambiente. Otro ejemplo es el mecanismo de consulta utilizado por la Secretaría de Ambiente de la Nación, para la aprobación de la Agenda Ambiental Nacional. Durante 2005 ha organizado encuentros regionales, en los cuales se convoca a todos los sectores interesados a discutir y proponer modificaciones al documento base. Debe reconocerse que estas iniciativas están viciadas ab – initio por un cierto grado de desconfianza ciudadana, debido a que en muchas ocasiones las conclusiones y propuestas no son seriamente consideradas por los actores gubernamentales. Los participantes no reciben devolución de los debates, ni los ven reflejado en el producto final. Ello sustenta su percepción de que se trata de “meros gestos políticos”, vacíos, y sin un verdadero espíritu democrático.

La participación funcional puede instrumentarse también a través de denuncias de diversos tipos; pueden ser denuncias-deber, en caso de que tome conocimiento de la comisión de un delito en ejercicio de sus funciones profesionales; o puede ser facultativa, como las denuncias por contravenciones ambientales. El grado de participación es más acotado - se limita a iniciar una actuación administrativa, que luego es continuada de oficio por la autoridad competente – , y el rol del ciudadano es más pasivo. Ocasionalmente instará, mediante pedidos de vista y pronto despacho, a la celeridad del trámite; pero prácticamente no tendrá motivación para hacerlo si los hechos denunciados no afectan de alguna manera sus intereses individuales o sectoriales.

Puede darse el caso de peticiones o propuestas que no supongan reclamaciones. El ciudadano ejerce el derecho de peticionar ante las autoridades, y persigue un fin de interés general, sin perjuicio de que eventualmente beneficie sus intereses privados. Por ejemplo: solicitudes de afectación de inmuebles fiscales como áreas protegidas, o de protección especial para bienes arquitectónicos, artísticos, arqueológicos, o paleontológicos.

· En la participación cooperativa el ciudadano no integra los órganos administrativos, ni participa de actividades públicas, sino que realiza actividades estrictamente privadas, de acuerdo – y es aquí que se concreta el fenómeno colaborativo – al sentido propugnado, o fomentado por la Administración. Se lo invita o aconseja en direcciones o criterios determinados, sin coacción, creando estímulos o beneficios para inducir por vía indirecta la conducta privada. Podemos citar el caso del Plan Provincial de Producción Limpia, en el cual las industrias suscriben acuerdos voluntarios de mejora ambiental, recibiendo a cambio, una serie de beneficios por parte del Gobierno.

Acción



Es el aspecto más problemático de la relación cliente – Administración. En este campo es probable que nunca se logre satisfacer las expectativas ciudadanas, ya que en el imaginario colectivo existe disociación entre el sistema socioeconómico en que vivimos (caracterizado por externalización de costos ambientales, automatización de la producción, agricultura intensiva, tendencia al mayor consumo, y a la mayor generación de desechos, gran brecha entre ricos y pobres), y las consecuencias ambientales que genera. Esta visión de lo socioeconómico por un lado, y lo ambiental por el otro, le impide comprender las limitaciones al accionar administrativo, y aspira a que los organismos ambientales reviertan en el corto plazo y mediante acciones puntuales, situaciones de gran complejidad que requieren cambios a largo plazo en los procesos económicos. 

Por otro lado, le impide comprender su propio rol y su cuota de responsabilidad. No estamos diciendo con esto que la Administración debe esperar pasivamente a que se produzcan los procesos de cambio necesarios para que exista mayor proporcionalidad entre las acciones que la ciudadanía demanda, y las que realmente puede realizar. Por el contrario, debe motorizar el cambio, apoyándose en los dos primeros ejes: la Información y la Participación. En la medida en que satisfaga las expectativas de información y participación, habrá menor presión en las demandas de acción – o al menos se orientarán en otro sentido - , ya que aumentará la comprensión sistémica de los problemas ambientales, y la toma de conciencia de la responsabilidad compartida.

Necesidad del cambio

Las ciencias de la administración pública han introducido nuevos parámetros estrechamente vinculados a los procesos de cambio. Es el caso del lenguaje que ha incorporado términos generalmente utilizados en el ámbito de las empresas privadas (empleado, empresa, cliente, calidad, mercado, productividad, transformación, cambio); de un mayor énfasis en la comunicación tanto interna como externa (con el personal y con los clientes); una dimensión diferente del tiempo institucional (creación de órganos cuya función principal es la planificación, creación de un tiempo para “pensar” y de un tiempo para la producción colectiva que se agregó a los tiempos para la gestión diaria y para la producción individual que eran antes los predominantes) y del tiempo del cliente (horarios de atención, plazos de cumplimiento del servicio, mayores facilidades para el pago, etc.); cambios en la estructura organizativa (identificación más clara de los órganos con la producción de la organización, etc.), en los sistemas de RRHH (criterios de selección de niveles gerenciales acordes con el desafío institucional de transformación, revalorización de la capacitación, reformulación de la estructura salarial).



En lo que hace a la perspectiva del cliente, en el sector privado es vital la estrategia de identificación, captación y retención de los clientes: “si las unidades de negocio han de conseguir una actuación financiera superior a largo plazo deben crear y entregar productos y servicios que sean valorados por los clientes”...”Los negocios han de identificar los segmentos de mercado en sus poblaciones de clientes existentes y potenciales, y luego seleccionar los segmentos en los que eligen competir.” (Kaplan y Norton). El Estado, por el contrario, es prácticamente monopólico en los productos y servicios que ofrece. Únicamente las oficinas públicas otorgan certificados de aptitud ambiental, generan estadísticas ambientales oficiales, o dictan la reglamentación de las leyes ambientales. El Estado fija sus plazos de entrega, el formato de sus productos y servicios, y el precio a pagar (tasas administrativas). Estas características derivan en algunas consecuencias negativas tales como la inexistencia de incentivos naturales para innovar, mejorar la calidad de los servicios y productos, y aumentar la satisfacción del cliente. Como contrapartida, sus clientes son a la vez sus financiadores, son los dueños de “la empresa”. En esta dualidad reside la importancia de satisfacer al cliente – ciudadano, ya que las organizaciones administrativas públicas no son fines en sí mismas, aunque se comporten como tales. Son instituciones mediante las cuales la sociedad pretende alcanzar sus fines. La constante brecha entre aquellas necesidades para las que fueron creados los organismos ambientales, y los productos y servicios que realmente prestan, es una amenaza cada vez más evidente, que puede conducir al peor de los resultados: la convicción de que el Estado es totalmente ineficaz para administrar los bienes ambientales, y de que el aprovechamiento de los recursos naturales está librado al juego de los intereses privados, sin posibilidad de coordinación, racionalidad, ni protección de los derechos supraindividuales.



Ante este panorama, la mejora en la calidad de los productos y servicios que presta la Administración Ambiental Pública al cliente – ciudadano (Información, Participación, y Acción) es urgente. Previamente, deben identificarse algunos obstáculos al cambio.

Obstáculos al cambio

1) Tramitación excesivamente burocrática

Los requisitos administrativos (inicio de expediente por escrito, numerosas interfase en el proceso, actividad de la administración sólo en días y horas hábiles, gran standarización, etc.) no resultan adecuados por la dinámica de las cuestiones ambientales, que requiere gran velocidad de reacción, practicidad, informalismo, y creatividad. En este sentido, la legislación ambiental ha introducido algunos cambios, como por ejemplo el reconocimiento de legitimación activa a cualquier ciudadano que invoque la titularidad de intereses difusos, para actuar tanto en sede administrativa, como judicial.

2) Cultura administrativa que identifica al ciudadano como un extraño o una amenaza al normal funcionamiento de la Administración. 

El ciudadano no es visto como un colaborador de la Administración Pública, que al plantear sus quejas y reclamos permite identificar los aspectos a mejorar, sino como un obstáculo para realizar las actividades diarias. Insume tiempo, tiene actitud crítica, y solicita datos que pueden comprometer a los funcionarios y empleados. La reacción de la Administración es ponerse en posición defensiva, en lugar de mostrar una actitud servicial.

3) Inmadurez democrática 

El mayor o menor grado de participación del ciudadano en los procesos administrativos ambientales dependerá principalmente de la concepción política vigente. Si duda la madurez de sistema democrático va acompañada de incremento en la participación. Nuestra fragilidad institucional se evidencia en el escaso desarrollo de canales participativos, y la falta de experiencia en la negociación y búsqueda de consenso entre sectores. 

4) Complejidad de los problemas ambientales

Como ya se mencionó, los problemas ambientales son complejos. No se explican por una sola causa; son transversales. Obedecen a factores sociales, económicos, culturales, técnicos, jurídicos, organizacionales. En consecuencia, las soluciones que satisfagan al ciudadano no se alcanzarán interviniendo sectorizadamente, sino mediante la articulación de distintas reparticiones, y a través de alianzas público – privadas. Esto es todo un desafío en sí mismo, es uno de los ejes por donde pasa el debate público actual.

5) Fragmentación de competencias en materia ambiental

Nuestro Derecho Administrativo sigue el modelo de fragmentación de competencias ambientales, repartiendo en distintos organismos el control de los recursos hídricos, los suelos, la flora y la fauna, los residuos, etc. Ello a su vez conduce a una fragmentación en la visión, en las acciones, y en la información disponible. Este último obstáculo, junto con la complejidad de los problemas ambientales, son los de más difícil tratamiento. Es aconsejable comenzar los cambios orientados a los primeramente enunciados: burocracia, cultura administrativa, e inexperiencia en procesos participativos.

Propuestas para el cambio

a) Flexibilizar las exigencias legales para la tramitación de denuncias ambientales.

b) Crear mecanismos innovadores de acceso a la información ambiental 

c) Trabajar la cultura administrativa, creando instancias de encuentro y debate, tanto internas, como compartidas con los ciudadanos. Incentivar los procesos de reflexión sobre estos temas.

d) Capacitar a los empleados públicos para dar respuesta a los cambios del entorno.

e) Desarrollar canales participativos y promover su utilización continua.

f) Elaborar una estrategia de comunicación basada en tres conceptos:

· Complejidad de las cuestiones ambientales. 

· Soluciones a largo plazo

· Responsabilidad compartida

g) Tender a la unificación de la gestión ambiental pública, desarrollando un marco teórico para impulsar una "cultura de la articulación" entre áreas, superadora de la cultura del individualismo o el "sectarismo".

Al momento de ponerse en práctica estas líneas de acción, deberá tenerse en cuenta la singularidad de la organización, la implicación de todos los actores, y el liderazgo institucional.

· Singularidad 
El modelo conceptual de partida debe considerar la dimensión histórica de la organización y construir a partir de ese pasado. No resultarán buenos los transplantes de experiencias en función de los buenos resultados que las mismas hayan obtenido en el sector privado o en otros países. Aún mismo dentro del propio sector público, las características y especificidades de cada entidad ameritan un diagnóstico y elaboración de propuestas, con un criterio “a la medida”. El reconocimiento de la identidad propia de cada sector y la consideración de su cultura organizacional, ayudarán a encontrar los mejores recursos, para hacer del cambio un proceso sostenido y exitoso. Partimos del supuesto inicial que el Estado -igual que sus diferentes áreas- está conformado por seres humanos. Quienes articulan son personas con intereses individuales, con sus propios marcos de interpretación, con su propio estado de ánimo y con su propia manera de comunicarse y gestionar sus conflictos. 

· Implicación de todos los actores
El cambio concierne a múltiples actores, tanto dentro como fuera de la organización (empleados, ciudadanos, funcionarios, empresarios, magistrados, legisladores, etc.). Si bien existen actores clave, el cambio será posible, en su mejor expresión, si se convoca e involucra a la totalidad de las personas involucradas. Esto es, mediante adecuada formación e información, estimulando la comunicación y habilitando espacios de reflexión grupal, en los cuales, el rol de los jefes es vital en la animación de equipos y la conformación de grupos de trabajo de alto nivel de compromiso. 

· Liderazgo institucional 
La personalización del proceso y su identificación con un tipo de liderazgo individual, no parece ser el modelo adecuado para un cambio con permanencia en el tiempo. Por el contrario, la concepción gerencial en el ámbito público, deberá responder a un trabajo de equipo con intensa coordinación, para que el liderazgo se asocie al equipo gerencial conformado. 

El compromiso e involucramiento debe procurarse en el personal estable de la organización, son valores que no se pueden adquirir mediante una contraprestación en dinero. Los resultados van a estar en estrecha vinculación con el grado de implicación que se logre . A veces los más resistentes al cambio, lo son por una fuerte adhesión a la Institución, a sus valores, en definitiva, a la cultura organizacional existente. Una vez que confían y comprenden la nueva propuesta, podemos contarlos entre los de mayor aporte, en virtud de su conocimiento profundo y compromiso con la organización . 
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SUJETOS OBLIGADOS





Dirección de Medio Ambiente


Todos los organismos de la Administración Pública Provincial, 


Contratistas, concesionarios y empresas privadas que presten servicios públicos 


Instituciones privadas 





SUJETOS LEGITIMADOS





Cualquier ciudadano (art. 2º)








PLAZOS





20 días hábiles: información en poder de la autoridad de aplicación 


30 días hábiles: información en poder de terceros.


Los plazos podrán ser prorrogados en forma excepcional








REQUISITOS





Por escrito


Identificación del solicitante





INFRACCIONES





No proveer la información solicitada


Obstruir el acceso del solicitante a la información requerida en forma arbitraria o infundada 


Suministrarla en forma incompleta o incorrecta. 





SANCIONES





A reglamentar por la Autoridad de Aplicación














� Entre las que se han registrado en la Secretaría de Ambiente de Desarrollo Sustentable de la Nación, y las que no lo hicieron, se calcula que en Argentina hay unas 1200.
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